El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 2a Instancia – 22 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
  
66001-31-03-005-2016-00141-01

Accionante:

HÉCTOR FABIO GARCÍA CASTILLO
Accionado:
      

COLPENSIONES
Proceso:                
Acción de Tutela – Revoca decisión del a quo y concede el amparo

Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:    
DERECHO DE PETICIÓN / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE INVALIDEZ / OBLIGACIÓN DE INFORMAR EL ESTADO DE LA PETICIÓN Y LA FECHA EN QUE SERÍA RESUELTA. “[T]eniendo en cuenta que según la jurisprudencia antes transcrita, para que los fondos de pensiones se pronuncien en relación con las solicitudes en materia de pensiones y concretamente para las de invalidez el lapso de respuesta es de cuatro meses, se podría deducir, en principio, que aquella entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales del actor, pues para la fecha en que se presentó la tutela, 2 de diciembre de 2016, aún no había transcurrido dicho término, teniendo en cuenta que tal como se demostró, la petición respectiva la elevó el 1º de noviembre último y por ende, aquel plazo vence el 1º de marzo próximo. Sin embargo, la entidad demandada estaba en la obligación de hacerle saber al peticionario, dentro de los quince días siguientes a la radicación de su petición, el estado en que se encontraba y señalarle a su vez con argumentos razonables la fecha en la que resolvería de fondo la misma, de acuerdo con lo que enseña la Corte Constitucional en la sentencia SU-975 de 2003 (…) En consecuencia, se revocará la sentencia que se revisa y en su lugar se concederá el amparo solicitado. En consecuencia, para proteger el derecho de petición que resultó efectivamente vulnerado, se ordenará entonces al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, informe al actor el estado en que se encuentra la solicitud que presentó el 1º de noviembre de 2016 y la fecha concreta en que se producirá la respuesta de fondo a que haya lugar.”.
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Acta No. 085 de 22 de febrero de 2017

Expediente No. 66001-31-03-005-2016-00141-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el accionante Héctor Fabio García Castillo, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 15 de diciembre último, en la acción de tutela que aquel instauró contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.
ANTECEDENTES

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 1º de noviembre de 2016 elevó solicitud ante Colpensiones con el fin de que le fuera reconocida la pensión de invalidez, teniendo en cuenta que fue calificado con un 58,62% de pérdida de la capacidad laboral. A la fecha no ha obtenido respuesta alguna.
1.2 Contra dicha entidad, además, se adelanta un proceso por la falta de pago de incapacidades y se inició un incidente de desacato por el incumplimiento de una sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito, lo que demuestra la desidia de ese fondo de pensiones frente a sus derechos. 
1.3 En la actualidad padece de las siguientes enfermedades graves o crónicas: diabetes mellitus tipo 2 insulinodependiente, arteritis temporal, hipertensión, retinopatía, dolor crónico intratable, mononeuropatía diabética y trastornos de ansiedad generalizada. 

1.4 Debido a la falta de pago de sus incapacidades y que su estado de salud le impide trabajar, carece de recursos para garantizar su sostenimiento y el de su familia.
2. Para proteger sus derechos de petición, seguridad social, salud, mínimo vital y vida digna de persona discapacitada, solicitó se ordenara a Colpensiones reconocerle la pensión de invalidez, con el retroactivo correspondiente a partir del 21 de octubre de 2015, fecha en que se estructuró.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 25 de noviembre del año pasado se admitió la acción contra los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Nómina de Colpensiones y se ordenó oficiar al representante legal seccional Risaralda y a la apoderada para el eje cafetero de esa entidad.
2. Se pronunció la Vicepresidenta Jurídica y Secretaria General de esa entidad. Informó que mediante resolución GNR 01095 de 28 de noviembre de 2016 se resolvió de fondo la solicitud de pago de incapacidades presentada por el actor el día 1º anterior, por lo tanto la tutela carece de objeto. 
3. Se puso término a la instancia con sentencia de 15 de diciembre de 2016, en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para así decidir, la señora Juez Quinta Civil del Circuito empezó por indicar que en este caso el actor encuentra vulnerados sus derechos en la negativa de Colpensiones de acceder al reconocimiento de su pensión de invalidez y no por la falta de pago de incapacidades; en relación con aquella prestación, estimó que la tutela no es procedente, como quiera que se dejó de alegar o de acreditar el perjuicio irremediable y por lo tanto es al juez natural al que le corresponde resolver sobre el particular.
4. Inconforme con esa decisión, el demandante la impugnó. Adujo que con la acción de tutela no solo pretendía el reconocimiento de su pensión de invalidez, pues también solicitó la protección de sus derechos de petición, seguridad social, salud, mínimo vital y vida digna de persona discapacitada, siendo dicho mecanismo el más idóneo para ampararlos, teniendo en cuenta que su pérdida de capacidad laboral fue dictaminada en un 58,65% y que sufre  diabetes mellitus 2 y arteritis temporal; la primera es una enfermedad grave, crónica, congénita y degenerativa; la segunda, una patología huérfana y catalogada como de alto costo, por lo cual requiere tener los recursos necesarios para garantizar la continuidad del tratamiento y evitar el desmejoramiento de su calidad de vida. Citó jurisprudencia sobre la protección reforzada de personas con discapacidad o pacientes con enfermedades graves y la procedencia excepcional de la tutela para obtener la pensión de invalidez. Pidió se accediera a sus pretensiones.     
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar el reconocimiento de prestaciones pensionales. De serlo, se establecerá si Colpensiones lesionó derechos fundamentales de que sea titular el actor.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de invalidez cuando la negativa en concederla afecta derechos fundamentales como la vida, el mínimo vital y la dignidad humana. Así por ejemplo, ha dicho: 

“Teniendo en cuenta que para reclamar el derecho a la seguridad social y, más específicamente, derechos de carácter prestacional, existen diferentes mecanismos de defensa judicial, la Corte Constitucional determinó, en principio, la improcedencia de la acción de tutela. No obstante, esta postura ha variado por considerarse que el desconocimiento de estos derechos podría significar la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, el mínimo vital y la dignidad humana
.


En el estado actual de la jurisprudencia de esta Corporación, se reconoce que el derecho a la seguridad social es fundamental, independiente y autónomo, susceptible de ser protegido por vía de amparo. De hecho, se ha determinado que tratándose de una pensión de invalidez, los mecanismos ordinarios carecen de idoneidad y eficacia y, en consecuencia, la tutela procede a pesar de existir otros medios ordinarios de defensa judicial, ejemplo de ello, es la Sentencia T-376 de 2011, reiterada en la Sentencia T-716 de 2015, en la cual se precisó que:

“[L]a jurisprudencia constitucional ha manifestado que el proceso ordinario laboral, debido a su duración y a los costos económicos que implica, no resulta idóneo y eficaz para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas que, como el actor, han sido calificadas como inválidas y a quienes les ha sido negada su pensión de invalidez, ya que sus condiciones y la ausencia de la prestación referida implican, de entrada, una afectación a la salud y al mínimo vital del peticionario”. 

En efecto, un proceso ordinario supone una carga, en costos y en tiempo, adicional a los padecimientos que de por sí suponen las graves condiciones socioeconómicas de una persona en estado de discapacidad, por ende, declarar improcedente una tutela por la existencia de otros mecanismos judiciales, en estos casos, resulta ser desproporcionado, situación que cobra mayor relevancia tratándose de quienes padezcan enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, para las cuales el paso del tiempo y las alteraciones en sus condiciones de vida impacta de manera inminente sobre si vida…”

4. No obstante lo anterior, en este caso concreto la tutela no resulta procedente para obtener el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, como lo pretende el demandante. Lo anterior, porque Colpensiones no ha emitido pronunciamiento alguno al respecto y por ende, lo que debe analizarse es si se lesionó el derecho de petición del accionante, siguiendo de cerca la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que en asunto de similares matices al que ahora se decide, dijo:
“Las accionantes estimaron en su demanda como vulnerados por el Fondo de Pensiones y Cesantías Santander S.A., los derechos fundamentales a la vida y al libre desarrollo de la personalidad. Sin embargo, del análisis de los presupuestos de hecho antes reseñados se concluye que la controversia jurídica versa sobre la omisión en la que incurrió la entidad accionada en dar respuesta a la solicitud realizada por las accionantes dirigida a obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por la muerte del señor Edgardo Enrique de la Hoz Fierro, esposo de la señora Yadelis Oyola Gutiérrez y padre de los menores Yuranis de la Hoz Oyola, Doris Yadira de la Hoz Martínez y Édgar Andrés de la Hoz Martínez, situación que hace ineludible el estudio de la posible vulneración del derecho fundamental de petición, que no fue invocado en el escrito de tutela. (Resaltado ajeno al texto original).

La controversia que plantea el presente caso, acerca de la definición de la titularidad y reconocimiento de una pensión ante la administración, constituye en principio un asunto ajeno al ámbito de la jurisdicción constitucional en sede de tutela, por la naturaleza puramente legal de estas pretensiones. No obstante, en casos como el presente, es necesario que el juez de tutela verifique si el derecho de petición ha sido satisfecho en debida forma, de manera que comprenda y resuelva el fondo de lo solicitado, y haga efectivo el núcleo esencial de tal garantía…”
.

4. La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

  
Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

 “(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.
 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.” 

De acuerdo con lo anterior, es claro que cuando se le solicita el reconocimiento de una pensión a la entidad encargada de ello, ésta última tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y seis meses para tomar las medidas que sean necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. El desconocimiento de dichos términos según lo establece la jurisprudencia constitucional, acarrea vulneración a los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y vida digna, por cual se vuelve procedente el amparo constitucional.”
 
5. Está probado en el proceso que el accionante, mediante reclamación presentada el 1º de noviembre de 2016
, solicitó a Colpensiones el reconocimiento de la pensión de invalidez a que dice tener derecho por cumplir los requisitos establecidos en el ordenamiento legal vigente
. En el escrito de tutela se indicó que la entidad demandada no había proferido respuesta alguna, manifestación que fue reiterada en esta sede
. Tal hecho dejó de ser controvertido por la entidad demandada, la cual, si bien dijo que mediante Resolución GNR 01095 de 28 de noviembre de 2016 había resuelto sobre el particular, con dicho acto administrativo se dio respuesta a una solicitud relativa al pago de incapacidades
, que, por tanto, no guarda relación con aquella.
6. En estas condiciones y teniendo en cuenta que según la jurisprudencia antes transcrita, para que los fondos de pensiones se pronuncien en relación con las solicitudes en materia de pensiones y concretamente para las de invalidez el lapso de respuesta es de cuatro meses, se podría deducir, en principio, que aquella entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales del actor, pues para la fecha en que se presentó la tutela, 2 de diciembre de 2016, aún no había transcurrido dicho término, teniendo en cuenta que tal como se demostró, la petición respectiva la elevó el 1º de noviembre último y por ende, aquel plazo vence el 1º de marzo próximo. 

Sin embargo, la entidad demandada estaba en la obligación de hacerle saber al peticionario, dentro de los quince días siguientes a la radicación de su petición, el estado en que se encontraba y señalarle a su vez con argumentos razonables la fecha en la que resolvería de fondo la misma, de acuerdo con lo que enseña la Corte Constitucional en la sentencia SU-975 de 2003, en la que dijo:

“Mediante la interpretación armónica de las disposiciones sobre plazos en materia de peticiones pensionales, la Corte ha venido tutelando el derecho de petición por incumplimiento del deber de informar sobre el trámite de la solicitud pensional dentro de los 15 días hábiles siguientes a su presentación, con independencia del deber de resolver de fondo en el plazo de cuatro meses, así como del deber de adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas en el plazo de seis meses. En efecto, en sentencia T-422 de 2003, M.P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte concedió la tutela del derecho de petición con fundamento en la doctrina arriba expuesta: 

“En armonía con la interpretación que la jurisprudencia reciente ha dado a los términos para resolver este tipo de solicitudes, se advierte en este caso que en efecto aparece vulnerado el derecho de petición del señor (...), puesto que al momento de presentar la tutela, si bien no habían transcurrido los cuatro (4) meses establecidos por la jurisprudencia (sentencias T-325 y T-326 de 2003) para resolver de fondo la petición, la entidad accionada estaba en la obligación de hacerle saber al accionante dentro de los quince (15) días siguientes a la radicación de su solicitud, el estado en que se encontraba su petición y señalarle a su vez la fecha en la que resolvería de fondo la solicitud elevada. Así pues, el término preliminar de quince días señalado por la jurisprudencia ya había vencido al momento de presentar la tutela y por ello se entiende conculcado el derecho de petición en su núcleo esencial.”
 
Así entonces Colpensiones efectivamente vulneró el derecho de petición del accionante, aunque no por dejar de resolver de fondo la cuestión, sino porque omitió acreditar que haya actuado conforme a la citada regla jurisprudencial, ya que no le informó, en el término de quince días, la fecha en la que sería resuelto; requisito que no se entiende cumplido con el oficio BZ2016_12850294-2890359
, librado el mismo día en que se presentó la petición, pues en ese escrito se limitó a informar que la petición había sido recibida, que “se está dando traslado al área correspondiente para que inicie el estudio” y que contestará en los términos legales, sin concretar la fecha en que a esto último procedería.

7. En consecuencia, se revocará la sentencia que se revisa y en su lugar se concederá el amparo solicitado. En consecuencia, para proteger el derecho de petición que resultó efectivamente vulnerado, se ordenará entonces al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, informe al actor el estado en que se encuentra la solicitud que presentó el 1º de noviembre de 2016 y la fecha concreta en que se producirá la respuesta de fondo a que haya lugar. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 15 de diciembre, en la acción de tutela instaurada por el señor Héctor Francisco García Castillo contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

SEGUNDO: CONCEDER la tutela solicitada para proteger el derecho fundamental de petición de que es titular el  actor.  En consecuencia, 
(Continúa parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada No. 66001-31-03-005-2016-00141-01)

se ordena al Dr. Luís Fernando Ucros Velásquez, Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, informe al actor el estado en que se encuentra la solicitud que elevó el 1º de noviembre de 2016 y la fecha concreta en que la resolverá de fondo. 

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� T-619 de 1995, reiterada en la Sentencia T-194 de 2016


� Sentencia T-579 de 2016, MP. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Sentencia T-51 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 20013 y T-208 de 2012 


� Sentencia T-511 de 2014, MP: Dr. Alberto Rojas Ríos


� Folio 4 cuaderno No. 2


� Folios 5 y 6 cuaderno No. 2


� Folio 7 cuaderno No. 2


� Folios 34 a 38 cuaderno No. 1


� Folio 4 cuaderno No. 2
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